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Con el transcurso del tiempo los conflictos han venido incrementando por el 
desarrollo alcanzado por las sociedades. Los Estados han venido buscando una 
solución rápida y eficiente para los problemas que se generan entre los individuos 
o grupo de individuos. Como una respuesta a éstos conflictos surgen los 
mecanismos alternos de solución de controversia, que son una herramienta útil 
para la solución eficaz de los conflictos. 
El arbitraje como mecanismo alterno de solución de controversias, es un proceso 
mediante el cual las partes someten su conflicto a la decisión que tome un tercero 
imparcial, mediante las reglas de procedimiento que las partes acuerden durante 
el proceso. 
El procedimiento arbitral regido por la ley 540 “Ley de Mediación y Arbitraje”, nos 
brinda el marco jurídico para la aplicación de este proceso, en esta ley se 
establece que es el arbitraje, como se lleva a cabo, como se integra el tribunal 
arbitral, el laudo arbitral, entre otras actuaciones. El eje fundamental de mi 
investigación se centra en la facultad que tiene el tribunal arbitral para decretar 
“medidas cautelares”, durante el proceso arbitral y la falta de competencia que 
tiene el tribunal para ejecutar tales medidas. 
Así mismo pretendo que con mi investigación podamos tener un panorama un 
poco más amplio sobre el tema de las medidas cautelares, realizando un breve 
análisis en otra legislación.  
 
En la presente investigación pretendo demostrar la importancia que tiene la 
Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI), en el desarrollo del Derecho Mercantil, a través de la creación de leyes 
 
 
modelo que sirven de ayuda a los Estados para modernizar sus sistemas jurídicos 


















 Realizar un breve análisis sobre la regulación jurídica en lo que refiere a la 
adopción de medidas cautelares en los procesos arbitrales contemplados 
 
 




 Analizar los aspectos generales sobre el arbitraje comercial y las medidas 
cautelares en los procesos arbitrales, dentro del marco jurídico nacional. 
 Determinar la aplicabilidad de la normativa jurídica nacional en materia de 
las medidas cautelares en el arbitraje comercial. 
 Analizar  la normativa jurídica internacional con la realidad fáctica  jurídica 
nicaragüense con respecto a  las medidas cautelares en el arbitraje 
comercial, con énfasis en las enmiendas del año 2006 a la ley modelo de 
arbitraje de la CNUDMI. 
 Realizar un análisis comparativo, sobre la adopción de medidas cautelares 
en el arbitraje comercial nicaragüense y el arbitraje comercial en el 




ARBITRAJE COMERCIAL Y MEDIDAS CAUTELARES EN EL ORDENAMIENTO 
JURÍDICO NICARAGÜENSE, ASPECTOS INTRODUCTORIOS 
 
1. GENERALIDADES DEL ARBITRAJE 
1.1 Evolución Histórica 
Los procesos alternos de solución de controversias, hoy en día siguen siendo un 
tema bastante novedoso, sin embargo su origen data de muchos años atrás y es 
 
 
que se habla de ellos desde la época del Derecho Romano, con la aparición de la 
Ley de las XII Tablas y luego siguiendo las diferentes etapas que han transcurrido 
a lo largo de los años. 
Según el profesor Orúe Cruz  (Meza & Orúe, 2009, p.55) “a partir de la Ley de las 
XII Tablas aparece el procedimiento y la intervención de un magistrado que tiene 
como misión impedir  el ejercicio de la justicia privada a través de la imposición de 
pacto entre las partes”. 
Los conflictos entre los individuos siempre han existido, desde el inicio de los 
tiempos. Lo que ha venido cambiando es la forma en que éstos se resuelven, 
primero existía lo que se conoce como la ley del más fuerte o del que estuviera 
mejor dotado físicamente, el cual se imponía ante el más débil, luego existió lo que 
se conoce como autotutela, por medio de la cual las personas hacían la justicia 
con sus propias manos, de manera que la persona que se sentía agraviada por 
otra tenía derecho a cobrar venganza por el agravio que había sufrido, 
cumpliéndose el precepto de ojo por ojo, diente por diente, contenido en la antigua 
Ley del Talión. 
 
 
Una vez transcurrida la época de la autotutela, se llegó a la etapa de la 
autocomposición, que consistía en la renuncia o la sumisión ya fuera de manera total o 
parcial de la parte agraviada por el quebrantamiento de la norma, de manera que 
sacrificaba todo a parte de su derecho de manera mutua. 
Finalmente aparece lo que conocemos como la Heterocomposición, cuya característica 
principal es la aparición de un tercero imparcial que puede imponer o sugerir una 
solución, dependiendo del método que se utilice. A este tipo de composición 
corresponden los Procesos Alternos de solución de Controversias que conocemos hoy 
en día, que son la Mediación, la Conciliación y el Arbitraje. 
En nuestro ordenamiento jurídico “siguiendo la vieja tradición que siguió en América, el 
Código Procesal Civil incorpora en el Libro Tercero, Título XIII el juicio por arbitramento; 
el Código de Comercio establece que para resolver los conflictos en la sociedad 
mercantil se puede recurrir a jueces arbitradores”  (Meza & Orúe, 2009, p.57). 
Actualmente los procesos de Mediación y Arbitraje, son regulados por una ley especial 
que fue aprobada en el año 2005, que es la Ley de Mediación y Arbitraje (Ley 540), la 
que se encarga de brindarnos el marco jurídico para resolver nuestros conflictos por los 




La Ley de Mediación y Arbitraje (Ley 540), publicada en la Gaceta No. 122 del 24 de 
Junio de 2005, es la encargada de la regulación del arbitraje en nuestro ordenamiento 
jurídico, y es en el artículo 24 de éste cuerpo normativo, donde se define el arbitraje. El 
inciso a) de este mismo artículo lo define así:.. “Arbitraje”: Es un mecanismo alterno de 
solución de conflictos, que surge de la autonomía de la voluntad de las partes, quienes 
                                                          
1
 Es importante destacar que en el caso de la Mediación, cambian varios aspectos, como el hecho de que en estos 
procesos no se brinda asistencia a las partes para que éstas puedan llegar a un acuerdo  amistoso. En este tipo de 
método, el mediador no tiene la facultad de imponer a las partes una solución.  
 
 
delegan en un tercero imparcial llamado árbitro la resolución de su controversia, y éste, 
siguiendo el procedimiento determinado previamente por las partes, decide la 
controversia mediante un “laudo arbitral” que es de obligatorio cumplimiento para las 
partes. 
Según el artículo 1 de la Ley de Mediación y Arbitraje, toda persona natural o jurídica 
incluyendo el Estado, en sus relaciones contractuales, tiene el derecho a recurrir a la 
mediación y al arbitraje así como otros procesos alternos similares. 
El autor Jorge Hernán Gil Echeverry, en su libro Nuevo Régimen de Arbitramento 
manual práctico, lo define así: 
El arbitraje es un procedimiento jurisdiccional sui géneris mediante el cual, por expresa voluntad 
de las partes, se defiere la solución de conflictos privados transigibles a un cuerpo igualmente 
colegiado integrado por árbitros, quienes transitoriamente quedan investidos de jurisdicción para 
proferir un laudo con la misma categoría jurídica y los mismos efectos que una sentencia judicial.  
(Echeverry, 2004, p.31) 
El arbitraje, es un proceso jurídico que se desarrolla y resuelve por particulares, puede 
decirse que es de naturaleza privada, sin embargo, Briseño Sierra, en su libro el 
Arbitraje Comercial, plantea el arbitraje como: “una relación jurídica triangular, en cuyo 
vértice superior se encuentra el árbitro, que es un sujeto ajeno a los intereses en 
disputa, y llamado por las mismas partes para componer las diferencias que le 
separan”.  (Briseño, 2001, p.12). 
En lo particular definiría el arbitraje como “un método alterno de resolución de conflictos 
o controversias, por el cual las partes, eligen someter sus diferencias a la decisión que 
toma un tercero imparcial, la decisión a la que se llega tiene carácter definitivo y pone 
fin a la  controversia”. 
 
1.3 Naturaleza Jurídica del Arbitraje 
En cuanto a la naturaleza jurídica del arbitraje, el autor Jorge Hernán Gil Echeverry, 
plantea que el arbitraje “es un procedimiento jurisdiccional sui géneris” (Echeverry, 
 
 
2004, p.33), es decir, que es propio en su género, es único y excepcional en su especie, 
también, el autor nos afirma que “la institución arbitral es de origen contractual”  
(Echeverry, 2004, p.77).  
El arbitraje no es de índole procesal, ya que el arbitraje se da por acuerdo de las partes 
y no por la voluntad expresa de una ley, como lo sería un procedimiento jurisdiccional 
meramente dicho. Sin embargo en algunos ordenamientos jurídicos, el arbitraje 
adquiere la característica de procesal, ya que a los árbitros se les confieren facultades 
de índole jurisdiccional, tal es el caso del ordenamiento jurídico de Colombia. 
En el arbitraje las partes son las que determinan la forma en que se llevará a cabo, que 
normas se seguirán y estas características son las que lo hace diferentes y único de los 
demás procesos, en este proceso prima la Autonomía de la voluntad de las partes. 
A nivel doctrinal, no ha existido un acuerdo sobre su naturaleza jurídica, ya que existen 
diversas interrogantes al respecto, sobre si es de naturaleza privada o si es de 
naturaleza jurisdiccional, en este sentido se han formulado distintas teorías, entre éstas, 
se encuentra: la Teoría Contractualista o Privatista, teoría jurisdiccional o procesalista y 
una tercera teoría que sería la teoría Intermedia o Mixta. 
 
1.3.1 Teoría Contractualista o Privatista 
El énfasis de esta teoría esta en el carácter privado que tiene el arbitraje, 
especialmente en lo referido al origen2 y la calidad de los árbitros, ya que éstos no son 
jueces, sino particulares. 
En este mismo sentido, el profesor Orúe plantea que,  el arbitraje es equiparable con 
un contrato privado, como expresión soberana de poder de disposición de las partes 
contratantes”  (Meza & Orúe, 2009, p.57). 
                                                          
2
 En cuanto al origen del arbitraje se considera privado, ya que normalmente proviene de negocios jurídicos de 
índole privada, como por ejemplo: un contrato, un acuerdo. 
 
 
Si tomamos en cuenta esta visión, el Estado no puede privar a las partes de elgir el 
mejor medio, para dar solución a su controversia. La efectividad que tienen estos 
medios no viene del Estado, sino de la voluntad de las partes, que confieren a un 
tercero imparcial la facultad de decidir sobre la controversia. 
Considero que por las características de nuestro ordenamiento jurídico, el arbitraje si es 
de naturaleza contractual o privatista, ya que proviene generalmente de un negocio 
jurídico privado, se puede dar o no por los particulares y es resuelto por particulares 
facultados para tal efecto. 
 
1.3.2 Teoría Jurisdiccional o Procesalista 
Ésta teoría le da un carácter público al arbitraje, al afirmar que los arbitros ejercen una 
función jurisdiccional, sobre la base de administración de justicia que es de carácter 
meramente público. 
Según esta corriente procesalista, sí el Estado, por medio de leyes le reconoce a 
ciertos particulares la competencia de ejercer una función de carácter jurisdiccional, 
mediante la institución del Arbitraje, su naturaleza no puede ser otra más que la función 
jurisdiccional que los árbitros ejercen. 
Ésta teoria es la que recoge el ordenamiento jurídico colombiano, ya que de manera 
transistoria otorga facultades jurisdiccionales al tribunal arbitral, especialmente en 
materia de practicar las pruebas, decretar medidas cautelares, ejecución de las 
medidas cautelares. 
 
1.3.3 Teoría Intermedia o Mixta 
De las dos teorías antes planteadas, surge una tercera. Ésta teoría busca la armonía 
entre la teoria Contractualista o Privatista y la teoría Jurisdiccional o Procesalista, esta 
tercera teoría nos plantea que “si por una parte se llega justificadamente a  refutar la 
 
 
jurisdicción de los árbitros como negocio privado y por otra, se rechaza la posiblidad de 
asimilarla a los organismos del Estado, surge por tanto, una estructura sui generis, 
denominada jurisdicción convencional”  (Meza & Orúe, 2009, p.59), esto es lo que se 
conoce como la teoría Intermedia o Mixta. 
Sostiene el profesor Orúe que “El contrato de arbitraje genera, en virtud de la 
autonomía de la voluntad de las partes, una jurisdicción privada, aunque sometida a 
efectos de legalidad al control de jueces y tribunales”  (Meza & Orúe, 2009, p.59). 
1.4 Clasificación del Arbitraje 
En cuanto a la clasificación brindada por nuestra Ley de Mediación y Arbitraje, se 
establecen dos tipos de arbitraje, regulados por el artículo 24, inciso d) y e), en los 
cuales se habla del arbitraje de Derecho y el arbitraje de Equidad.  
El arbitraje de Derecho: se da cuando los árbitros resuelven la cuestión controvertida 
con arreglo al derecho aplicable.   
El arbitraje de Equidad: se da cuando el Tribunal arbitral resuelve conforme a sus 
conocimientos profesionales técnicos en determinada materia. 
Gil Echeverry, comparte la clasificación contenida en nuestra ley y dice que según los 
principios en los cuales se fundamenta el arbitraje, este puede ser: “arbitraje de 
derecho o arbitraje en conciencia o equidad”  (Echeverry, 2004, p. 31).  
Para este autor, el arbitraje de derecho, “es aquel en que los árbitros deben 
fundamentar su laudo teniendo en cuenta las normas sustantivas vigentes y las reglas 
de derecho probatorio”  (Echeverry, 2004, p.31).  
El arbitraje en conciencia o equidad, “es aquel en el cual, los árbitros profieren su fallo 
sin sujeción a la tarifa legal probatoria, ni al derecho sustantivo”  (Echeverry, 2004, 
p.31). En esta modalidad, “los árbitros deciden según su leal saber y entender, 
aplicando los principios de la equidad, el sentido común y la verdad sabida y buena fe 
guardada”. (Echeverry, 2004, p.31). 
 
 
Doctrinalmente, han sido muchas las clasificaciones que se han hecho respecto ade la 
institución del Arbitraje, entre las clasificaciones más importantes tenemos: la que se 
realiza según su origen, clasificación según los principios en que se basarán los 
arbitros para tomar su decisión, clasificación según la forma de funcionamiento del 
proceso y la clasificación según el ámbito territorial. 
 1.4.1 Clasificación según su origen 
a) Arbitraje Voluntario: Es aquel escogido de forma autónoma por las partes, el cual 
se lleva a cabo por la suscripción voluntaria de un pacto arbitral, que incluye la 
posiblidad de que una vez que se sucite alguna controversia, poder resolver los 
conflictos presentes o futuros, este tipo de arbitraje es el más utilizado. 
b) Arbitraje Forzoso o legal:  Tiene un carácter obligatorio y tiene su origen en una 
ley y es por medio de ésta ley que se puede exigir el cumplimiento del 
compromiso arbitral. 
 
1.4.2 Clasificación del Arbitraje de acuerdo a los principios en que se basarán los 
árbitros para tomar la desición  
a) Arbitraje en Derecho: Es en el cual la decisión tomada por los árbitros se 
toma en base a las leyes vigentes. Este tipo de arbitraje es contemplado 
por nuestra LMA. 
b) Arbitraje en Equidad o en Conciencia: La decisión que toman los árbitros 
es la que considerán la más justa, según su legal saber y entender. 
c) Arbitraje Tecnico: El fallo en un árbitraje técnico, se basa en 




1.4.3 Clasificación de acuerdo a la forma de funcionamiento del proceso 
a) Arbitraje Independiente (Ad hoc): Es en el que las partes deciden y 
acuerdan con plena libertad y uso de la autonomía de la voluntad, todas 
las reglas de procedimiento que se seguirán durante el proceso. Esta 
libertad de las partes de escoger las reglas, van desde la forma de 
integración y nombramiento de los árbitros, forma y contenido de la 
demanda arbitral, forma de las notificaciones, procedencia e 
improcedencia de recursos en contra del laudo, entre otras actuaciones. 
b) Arbitraje Institucional: Es en el que una organización especializada se 
encarga de adiministrar, mediante el uso de sus propios reglamentos, los 
procesos arbitrales encomendados. 
1.4.4 Clasificación según el ámbito territorial 
a) Arbitraje Nacional o Doméstico: Es el que se desarrolla dentro de un país, 
normalmente bajo la ley nacional de arbitraje. 
b) Arbitraje Internacional: Es el que se rige con el derecho interncional y que 
produce efectos jurídicos en distintos Estados. 
 
1.5 Momentos en los que se puede pactar el árbitraje 
La doctrina reconoce que el arbitraje puede tener su nacimiento en tres momentos: 
Primero, mediante el perfeccionamiento de un contrato o un convenio significativo, éste 
momento da origen al surgimiento de un negocio que se encuentra en la órbita del 
derecho privado. 
Segundo, cuando los árbitros aceptan por medio de un documento actuar de forma 
imparcial en la controversia, por lo cual se crea un vínculo entre las partes y el árbitro. 
 
 
Tercero, cuando el árbitro queda investido de poder por las partes en uso de la 
autonomía de la voluntad y por mandato de ley para ejercer la actividad pública. 
El profesor Ortíz Urbina, plantea que el árbitraje se puede pactar de dos maneras, una 
de ellas es “mediante un contrato de derecho privado que se le denomina “Contrato o 
Compromiso Arbitral 3 ” o mediante una cláusula compromisoria 4  que puede estar 
incluida en cualquier categoría de contratos para solventar los diferendos de su 
interpretación y ejecución que puedan surgir”  (Ortiz, 1996, p.155). 
 
1.6  Procedimiento a seguir en caso de Arbitraje 
 
El tribunal arbitral deberá tratar a las partes con igualdad y darle a cada una de ellas 
plena oportunidad de hacer valer sus derechos. 
Las partes tendrán libertad para convenir el procedimiento a que se haya de ajustar el 
tribunal arbitral en sus actuaciones. 
A falta de acuerdo, el tribunal arbitral podrá determinar el procedimiento a seguir para 
dirimir el asunto que se le presenta sobre el que deberá pronunciarse. Esta facultad 
conferida al tribunal arbitral incluye, entre otras, la de determinar la admisibilidad, la 
pertinencia y el valor de las pruebas, con sujeción a lo dispuesto con la presente Ley y 
lo consagrado en la Constitución de la República, relacionado con el debido proceso. 
El requerimiento de someter una controversia a arbitraje deberá hacerse mediante 
forma escrita y contendrá: 
                                                          
3
 El contrato o compromiso arbitral, se define como, el contrato que se celebra entre personas que tienen 




 La clausula compromisoria, es la estipulación que figura en algunos contratos, en virtud de la cual las 
partes contratantes se obligan a someter a árbitros, los litigios que en lo futuro puedan surgir entre ellos, 
con motivo del negocio a que se refiere el contrato. 
 
 
a) Nombre y generales de ley del demandante y demandado. 
b) La solicitud de someter a arbitraje la controversia. 
c) Copia autenticada del acuerdo arbitral o cláusula arbitral en que se ampara la 
solicitud, con referencia al contrato base de la controversia. 
d) Descripción general de la controversia que desea someter al arbitraje y las 
pretensiones del demandante. 
e) En caso de que las partes no hayan convenido el número de árbitro, una 
propuesta sobre el número de los mismos. 
f) Señalamiento de oficinas para oír notificaciones, en el lugar del arbitraje. 
g) La notificación referente al nombramiento al nombramiento del tercer arbitro. 
El arbitraje se desarrollará en el idioma que elijan las partes. A falta de acuerdo 
expreso, se entenderá que el arbitraje se verificará en el idioma español. Si el idioma 
seleccionado por las partes es distinto del español, aquellas actuaciones que requieran 
de revisión ante las autoridades judiciales nicaragüenses, así como el laudo definitivo, 
deberán ser traducidas al español. 
El tribunal arbitral, podrá ordenar que cualquier prueba documental vaya acompañada 
de una traducción al idioma, o los idiomas convenidos por las partes o determinados 
por el tribunal arbitral. 
El demandante, presentará ante el tribunal arbitral, dentro del plazo de diez días a partir 
de la audiencia de instalación, su escrito de demanda en la que incluirá los hechos en 
que se funda, los hechos controvertidos y el objeto de la misma. El demandado deberá 
responder a todos los extremos alegados en la demanda so pena de declarar 
contestado de forma asertiva los extremos de la misma sobre los cuales el demandado 
no se haya pronunciado.  
Todo sin perjuicio de cualquier otra cosa acordada por las partes respecto de los 
elementos de la demanda y la contestación deban necesariamente contener. Las 
 
 
partes podrán aportar, al formular sus alegaciones, todos los documentos que 
consideren pertinentes o hacer referencia a los documentos u otras pruebas que vayan 
a presentar. 
Salvo acuerdo en contrario de las partes, en el curso de las actuaciones arbitrales, 
cualquiera de las partes podrá modificar o ampliar su demanda o contestación, a 
menos que el tribunal arbitral considere improcedente esa alteración en razón de la 
demora con que se ha hecho.  
 
2 GENERALIDADES DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 
2.1 Definición  
 
Las medidas cautelares, las podemos definir como “aquellas que están destinadas a 
salvaguardar él o los bienes, a los cuales se aspira que cuando sea declarada la 
voluntad de ley, estos se encuentren en perfecto estado, libres de peligro o que se 
puedan conservar lo mejor posible”. (Chiovenda, 1999)   
Estas medidas especiales, derterminadas por peligro o urgencia, “son llamadas 
provisionales cautelares o de conservacion, ya que estas se dictan antes que la 
declaracion de voluntad en concreto”.  (Chiovenda, 1999) 
El diccionario jurídico Espasa (2001), define las medidas cautelares como:  
 
Aquellas que se puede adoptar preventivamente por los Tribunales y estarán en vigor, hasta que 
recaiga sentencia firme que ponga fin al procedimiento en el que se hayan acordado, o hasta 
que éste finalice; no obstante, podrán ser modificadas o revocadas durante el curso del 
procedimiento si cambiaran las circunstancias en virtud de las cuales se hubieran adoptado. 
 
La razón de ser de estas medidas, podría estar fundada en el hecho de que los 
procesos necesitan de tiempo para desarrollarse, para cumplir con sus fases o etapas.  




La Ley Modelo de la CNUDMI sobre arbitraje comercial intercional, reformada en el año 
2006, en su artículo 17, párrafo 2, nos brinda un concepto claro y muy acertado sobre 
las medidas cautelares y las define asi: 
 
           Por medida cautelar se entenderá toda medida temporal, otorgada en forma o no de laudo, por 
la que, en cualquier momento previo a la emisión del laudo por el que se dirima definitivamente la 
controversia, el tribunal arbitral ordene a una de las partes que:  
a) mantenga o restablezca el status quo en espera de que se dirima la controversia; 
b) adopte medidas para impedir algún daño actual o inminente o el menoscabo del 
procedimiento arbitral, o que se abstenga de llevar a cabo ciertos actos que probablemente 
ocasionarían dicho daño o menoscabo al procedimiento arbitral; 
c) proporcione algún medio para preservar bienes que permitan ejecutar todo laudo subsiguiente; 
o 
d) preserve elementos de prueba que pudieran ser relevantes y pertinentes para resolver la 
controversia. 
 
El concepto establecido en la ley modelo es el que representa mayor relevancia y 
aporte para el trabajo investigativo, ya que contiene las pautas a tomar en cuenta para 
decretar las medidas cautelares, y también determina cuales son las medidas que se 
poduen adoptar de ser necesario durante un procedimiento arbitral. 
 
Las Medidas cautelares, son consideradas como ordenes o prohibiciones, las cuales 
consisten  en un hacer o en un no hacer.  
 
2.2  Condiciones para la aplicación de las Medidas Cautelares  
 
Para que estas medidas puedan llevarse a cabo “es necesario que exista el temor de 
un daño jurídico, en otras palabras la inminencia de un posible daño a un posible 
derecho”  (Chiovenda, 1999, p.115).  
 
 
Respecto del posible daño, la autoridad competente debe revisar “si las circunstancias 
de hecho, dan motivos serios para temer que suceda algo perjudicial”. (Chiovenda, 
1999, p.115). 
En cuanto a la posibilidad de un derecho, “por la urgencia de los casos no se da mas 
que un examen, meramente superficial, muchas veces la resolución es tomada 
precisamente porque un derecho es discutido entre dos o mas personas, por lo que se 
da la necesidad de decidir a quien le corresponde este derecho”. (Chiovenda, 1999, 
p.115).  
La ley modelo de la CNUDMI sobre arbitraje comercial internacional, establece como 
condiciones para el otorgamiento de las medidas cautelares, las siguientes: 
 
Artículo 17 A. Condiciones para el otorgamiento de medidas cautelares 
1) El solicitante de alguna medida cautelar prevista en los apartados a), b) o c) del párrafo 2) del 
artículo 17 deberá convencer al tribunal arbitral de que:  
a) de no otorgarse la medida cautelar es probable que se produzca algún daño, no resarcible 
adecuadamente mediante una indemnización, que sea notablemente más grave que el que 
pueda sufrir la parte afectada por la medida, caso de ser ésta otorgada; y 
b) existe una posibilidad razonable de que su demanda sobre el fondo del litigio prospere. La 
determinación del tribunal arbitral respecto de dicha posibilidad no prejuzgará en modo alguno 
toda determinación subsiguiente a que pueda llegar dicho tribunal. 
2) En lo que respecta a toda solicitud de una medida cautelar presentada con arreglo al apartado 
d) del párrafo 2) del artículo 17, los requisitos enunciados en los apartados a) y b) del párrafo 1) 
del presente artículo sólo serán aplicables en la medida en que el tribunal arbitral lo estime 
oportuno. 
 
2.3 Medidas Cautelares contempladas en nuestro ordenamiento jurídico 
 
Nuestro ordenamiento jurídico, contempla tres tipos de medidas cautelares, las cuales 
se encuentran establecidas en el código de procedimiento civil. Estas medidas 
cautelares son:  
1. El Embargo Preventivo 
 
 
2. Aseguramiento de bienes litigiosos. 
3. Exhibición de documentos y cosas muebles. 




2.3.1 El Embargo Preventivo 
 
Es una de las medidas cautelares de mayor relevancia contemplada en nuestro 
ordenamiento jurídico, el jurista Giuseppe Chiovenda, en su libro Curso de Derecho 
Procesal Civil, dice que “el embargo judicial, no tiene por finalidad conservar las 
garantías de un crédito, si no la cosa objeto de la pretensión”.  (Chiovenda, 1999, p.117) 
El embargo recae sobre la mera cosa, ya sea ésta un bien mueble o un inmueble, no 
recae sobre la totalidad del patrimonio del deudor, sino de un bien en especifico, tal 
como lo establece el diccionario jurídico Espasa: “…el conjunto de actividades cuya 
principal finalidad es afectar bienes concretos del patrimonio del deudor a una concreta 
ejecución procesal frente a él dirigidos” (Diccionario Jurídico Espasa, 2001). 
 
2.3.2 Aseguramiento de Bienes Litigiosos 
 
Es una medida cautelar, que “tiene por objetivo proteger aquellas pretensiones en las 
que no median ni sumas en córdobas o cantidades líquidas”.  (Ortiz, 1996, p.138). 
Lo que se pretende con esta medida es la conservación integra del bien objeto de una 






2.3.3 Exhibición de documentos y cosas muebles 
 
Es la medida cautelar que “tiende a dar al actor,  los datos precisos y descripción 
correcta de los objetos, bienes, fundamentos de hechos sobre los cuales recae la 
demanda”. (Ortiz, 1996, p.138). 
La acción Ad- Exhibendum, como es llamada por la doctrina es la que se utiliza para 
pedir a un juez que ordene a cualquier persona que posea la cosa mueble que la 
presente o exhiba para que la demanda pueda formularse de forma correcta, según los 
requisitos establecidos. 
 
2.4 Órgano competente para la aplicación de las medidas cautelares 
 
El código de procedimiento civil, en el artículo 901, se refiere a la competencia para 
aplicar las medidas cautelares, el cual establece lo siguiente: 
 
Serán competentes de modo exclusivo, para practicar secuestros y embargos preventivos los 
Jueces de Distrito y Locales de lo Civil y lo Criminal; los Jueces del Trabajo y los Jueces Locales 
Suplentes. Sin embargo, en los Departamentos de Matagalpa, Jinotega, Zelaya, Chontales, Boaco 
y Río San Juan, el Juez que decrete el Embargo podrá además designar como ejecutor a un 
empleado público. 
El auto en que se decrete el embargo o secuestro, servirá de suficiente mandamiento para la 
autoridad encargada de practicarlo. 
Cuando el embargo o secuestro deba practicarse en jurisdicción distinta del Juez que lo decretó, 




De la letra de este artículo se puede afirmar que el órgano competente para la 
aplicación de medidas cautelares es el poder judicial, a través de los jueces de distrito 
o locales según sea el caso en particular. 
La medida cautelar a aplicar estará en dependencia del bien o bienes que se deseen 







TRATAMIENTO JURÍDICO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES EN LA LEY DE 




1  PROCEDIMIENTO ARBITRAL 
1.1 Generalidades 
 
“El procedimiento arbitral depende en todo su recorrido de que las partes hayan o no 
pactado expresamente que los árbitros fallen según su leal saber y entender”.  (Chillón, 
1978, p.187)  
 
La forma en que va a desarrollarse le procedimiento, estará en dependencia del tipo de 
arbitraje que las partes hayan acordado efectuar, es decir si se tratará de árbitros de 
equidad, el procedimiento no se someterá a formas legales de ningún tipo, sino a la 
decisión que tome el tribunal según su leal saber y entender, si se tratara de un 
arbitraje de derecho, los árbitros deberán de sujetar sus actuaciones a las reglas y 
procedimientos establecidos en la ley. 
 
De igual forma, si se tratara de un arbitraje Institucional, las partes se someterían a las 
reglas de procedimiento establecidas por el centro encargado de realizar el arbitraje, el 
tribunal arbitral en este procedimiento tendrá carácter de administrador. 
 
También podría efectuarse un Arbitraje Ad-Hoc, en el que las partes acuerdan 
libremente las reglas de procedimiento y cuáles serán los principios que van a regir el 
proceso. 
  
Nuestra LMA regula el procedimiento arbitral en los artículos 44 y siguientes, y 
comienza hablando del trato equitativo que el tribunal debe tener con las partes, ya que 
 
 
este es uno de los principios rectores de estos procedimientos. El trato debe de ser con 
igualdad para que se puedan hacer valer los derechos de las partes. 
 
1.2 Principios que Presiden el Procedimiento Arbitral  
 
En las disposiciones generales de la LMA en su artículo 3 encontramos los principios 
rectores, estos principios son: Preeminencia de la Autonomía de la Voluntad de las 
partes, igualdad de las partes, confidencialidad, privacidad, informalidad y flexibilidad 
del procedimiento, celeridad, concentración, inmediación de la prueba, buena fe, 
principio pro arbitraje, debido proceso y derecho de defensa. 
 
1.2.1 Autonomía de la Voluntad 
En el derecho privado no se imponen reglas ni procedimientos establecidos, para 
resolver sus conflictos, sino que se deja en manos de las partes el decidir la manera en 
que solucionarán su controversia. Esto se traduce en la autonomía que tienen las 
partes de escoger según sus necesidades y posibilidades como tratar sus propios 
asuntos. 
El principio de la autonomía de la voluntad de las partes, es primordial en el proceso de 
arbitraje, ya que las partes son las que determinan cuales y como se llevarán a cabo 
las actuaciones durante el proceso. 
 
1.2.2 Igualdad de las Partes 
 
Durante el desarrollo del proceso, el tribunal arbitral debe garantizar a las partes las 
mismas oportunidades, es decir, igual oportunidad de ofrecer pruebas, realizar sus 
alegatos, etcétera. El principio de Igualdad, se encuentra consagrado en nuestra 
Constitución Política, en el artículo 27, y en su parte inicial establece: “Todas las 
personas son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección…”. Por ser un 
 
 
principio constitucional goza de la mayor protección jurídica y debe de ser respetado 
durante el desarrollo del proceso arbitral. 
 
1.2.3 Confidencialidad  
 
El principio de confidencialidad, radica en que el objeto de la controversia solo será 
conocido por las partes y el tribunal arbitral que es el que conocerá y resolverá la 
misma. La confidencialidad, es porque las partes no quieren dar a conocer que tienen 
un conflicto, ya que esto podría arruinar negocios con otras empresas. 
En este sentido el arbitraje es muy diferente de un proceso jurisdiccional, ya que éstos 




1.3 Competencia del Tribunal arbitral  
 
El Tribunal Arbitral, es la máxima autoridad dentro del proceso, es el encargado de 
impartir la justicia durante el desarrollo del procedimiento arbitral. Es decir, que su 
función se asemeja a la figura de un juez, ya que también imparten justicia. Una 
diferencia es que el tribunal arbitral puede estar integrado por uno o varios árbitros, tal 
como lo señala nuestra ley de Mediación y Arbitraje en su artículo 24, inciso B, 
mientras que en la justicia ordinaria es un solo juez el que resuelve. 
 
La competencia del tribunal arbitral está dada por ellos mismos, es decir, que el tribunal 
arbitral tiene la facultad de decidir acerca de su propia competencia, incluso pueden 
decidir sobre la validez de un acuerdo arbitral. Para este efecto la cláusula arbitral que 
forma parte de un contrato va a ser considerada como independiente de las demás 
estipulaciones contenidas en el contrato, ya que si se llegara a determinar la nulidad 
del contrato que contiene la cláusula arbitral, tal nulidad no implicara la nulidad de la 
cláusula arbitral, ya que ésta es independiente del contrato. 
 
1.4 Facultad del Tribunal arbitral para ordenar medidas provisionales cautelares. 
 
Dentro de las facultades que el tribunal arbitral puede determinar, se encuentra el 
decretar la adopción de medidas cautelares con carácter provisional. En cuanto a esta 
facultad, la diferencia es que es dada por la ley de Mediación y Arbitraje en su artículo 
43, y no por las partes, ni por el mismo tribunal. La ley le otorga esta facultad al tribunal 
y establece, que la adopción de las medidas cautelares, se llevará a cabo a solicitud de 
cualquiera de la partes dentro de la controversia. 
 
Las medidas cautelares que se podrán adoptar serán las que el tribunal arbitral estime 
convenientes, para el caso en concreto. Para tal efecto el mismo tribunal podrá ordenar 





Nuestra LMA, no establece las medidas que se podrán adoptar, queda a decisión del 
tribunal determinar cuáles serán las medidas adecuadas para decretar. 
 
Según lo establecido en la ley de mediación y arbitraje esta facultad del tribunal arbitral, 
de decretar medidas cautelares, lo asemeja a las facultades de un juez de jurisdicción 
ordinaria y no le da mayor impedimento que el hecho que las partes no estén de 
acuerdo con la adopción de las medidas. Sin embargo, el tribunal arbitral no podrá 
ejecutar las medidas, ya que esto se encuentra fuera de su competencia. 
 
1.5 Materialización de las Medidas Cautelares Provisionales. 
 
Para que el tribunal arbitral logre que las medidas cautelares se materialicen y puedan 
tener el efecto esperado, que es el de protección del bien objeto de la controversia, 
podrán para tal efecto solicitar el auxilio de autoridades o dependencias públicas, tal 
como lo establece el artículo 43 de la ley de Mediación y Arbitraje. También el tribunal 
podrá solicitar ayuda de cualquier particular que sea de utilidad en su caso. La solicitud 
de ayuda hecha por el tribunal, ya sea a una autoridad pública o a un particular debe de 
ser cumplida, mientras no se reciba alguna petición en contrario o alguna orden de un 
tribunal de justicia ordinaria, tal como se dispone en el mismo artículo 43 en su parte 
final. 
 
Esta ayuda que necesitan los árbitros para ejecutar las medidas es por el hecho de que 
los árbitros carecen de facultades o potestades ejecutivas. (Meza & Orúe, 2009). Por lo 
cual solicitan la ayuda de las autoridades judiciales o administrativas según sea el caso. 
En el caso de las medidas cautelares, sólo las autoridades judiciales tienen la facultad 
ejecutiva. 
 




Nuestra ley de Mediación y Arbitraje, regula las medidas cautelares en los artículos 29 
y 43, en los cuales se establece la posibilidad de adoptar medidas cautelares a solicitud 
de cualquiera de las partes, estos artículos establecen lo siguiente:  
 
Artículo 29.- ACUERDO DE ARBITRAJE Y ADOPCIÓN DE MEDIDAS PROVISIONALES 
POR EL TRIBUNAL 
No será incompatible con un acuerdo de arbitraje que cualquiera de las partes, ya sea 
con anterioridad a las actuaciones arbitrales o durante transcurso, solicite de un tribunal 
la adopción de medidas cautelares provisionales ni que el tribunal conceda esas 
medidas. 
De igual manera, el artículo 43 de LMA establece sobre las medidas cautelares que 
éstas pueden ser ordenadas por el tribunal, y literalmente dice: 
Artículo 43.- FACULTAD DEL TRIBUNAL ARBITRAL DE ORDENAR MEDIDAS 
PROVICIONALES CAUTELARES. 
Salvo acuerdo en contrario de las partes, el tribunal arbitral, a petición de cualquiera de 
ellas, podrá a ordenar la adopción de medidas cautelares que el tribunal arbitral estime 
necesarias respecto del objeto de litigio. Asimismo, el tribunal arbitral podrá solicitar de 
cualquiera de las partes una garantía apropiada en relación con esas medidas. Las 
autoridades o dependencias públicas así como los particulares a quienes el tribunal 
arbitral le solicite realizar algún tipo de acto o tomar algún tipo de medida para 
materializar la medida provisional cautelar, cumplirán con lo solicitado hasta tanto no 
reciban petición en contrario de dicho tribunal arbitral o una orden de un tribunal de la 
justicia ordinaria que disponga otra cosa. 
 
De la letra de estos artículos,  se establece la posibilidad de adoptar las medidas 
cautelares, siempre y cuando alguna de las partes lo solicite, sin embargo no se 
establece, ni se determina qué tipo de medidas son las que se podrán adoptar, es decir, 
queda al arbitrio del tribunal determinar qué tipo de medida es la que se va a adoptar.  
Resulta lógico pensar que si se trata de un procedimiento arbitral, cuyo tribunal está 
integrado por nicaragüenses, se apliquen las medidas cautelares contempladas en 
nuestra legislación. Sin embargo, la escasa regulación sobre las medidas cautelares en 
 
 
nuestra ley, deja abierta la posibilidad de que se adopten medidas cautelares que no 
están contempladas o más bien que no están reguladas por la legislación nacional, ya 
que el tribunal arbitral tiene amplias facultades y poder para decretar medidas ajenas a 
nuestra legislación. 
Es necesario un mayor control por parte de nuestra legislación en materia de las 
medidas cautelares, ya que la existente es escasa. 
Nuestra LMA, no determina cuales son las medidas que se podrán adoptar, ya que 
todo está a merced de lo que las partes determinen y de las decisiones que tome el 
tribunal.   
Es importante que exista una mayor regulación de este tema. La razón de que los 
tribunales arbitrales adopten medidas cautelares eficientes, es que se logre cumplir con 
el objetivo que se persigue con la adopción de las medidas. Objetivo que se traduce en 
garantizar que el fallo o laudo definitivo pueda ser ejecutado en forma eficiente, 
conservando los bienes objetos de protección. 
 
2 INTERVENCIÓN JUDICIAL EN LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES EN 
EL ARBITRAJE COMERCIAL 
 
La idea de que los órganos de justicia ordinaria intervengan en los procesos de 
arbitraje, que son de naturaleza privada y que buscan agilizar los procesos, por lo largo 
y engorrosos que resultan los procedimientos jurisdiccionales, es que sirvan de auxilio 
a los árbitros, es decir, que cooperen con los árbitros en las materias en las que éstos 
no puedan valerse por sí solos5, dada la limitada capacidad de la instancia arbitral en 
algunos temas. Sin embargo en esta tarea de colaboración los jueces, deben limitarse 
a la simple ayuda, ya que no deben involucrarse en la materia sujeta a la controversia, 
                                                          
5
 En el caso de las medidas cautelares, los árbitros pueden decretarlas, pero no pueden ejecutarlas, por lo que 
necesitan de los jueces. 
 
 
ya que ésta se encuentra fuera de su competencia por la decisión de las partes de 
someterla al arbitraje y no a la justicia ordinaria. 
2.1 Auxilio y colaboración de los jueces 
 
La capacidad limitada de la instancia arbitral lleva a la necesidad de requerir de la 
cooperación de los jueces y es que los árbitros carecen de competencia para llevar a 
cabo ciertas actuaciones que son meramente de carácter judicial, tal es el caso de la 
adopción de las medidas cautelares, en este sentido cuando en un procedimiento 
arbitral se quieran adoptar estas medidas, será necesario el auxilio de los jueces. 
Los procedimientos arbitrales buscan modernizar y hacer más eficientes los sistemas 
de justicia, dada la abultada carga que estos tienen, por lo que los métodos alternos de 
resolución de controversias son un mecanismo idóneo para agilizar y descongestionar 
los sistemas de justicias de los distintos ordenamientos jurídicos. En ésta tarea los 
jueces deben de estar lo más dispuestos que puedan para ayudar a los árbitros y que 
los procesos no se estanquen y evitar el retardo de justicia para las partes. 
 
2.2 Problemas que surgen en torno a las medidas cautelares  
 
Dos son los principales problemas que surgen en torno a las medidas cautelares, uno 
en cuanto al órgano competente para ejecutar la medida y el otro en cuanto a la 
eficacia extraterritorial de la decisiones que se tomen.  
Surgen muchas dudas en cuanto a la instancia competente en materia de adopción de 
las medidas cautelares durante un procedimiento arbitral y es por el hecho de falta de 
competencia que tienen los árbitros en este sentido. En tal caso de ser necesario que 
se adopten estas medidas, estas se solicitaran ante el tribunal y serán materializadas 
por las autoridades competentes, es decir, los jueces ordinarios. 
 
 
En cuanto a la eficacia extraterritorial de las decisiones tomadas, habría que aplicar las 
normas establecidas en los convenios internacionales, tales como la Convención de 
Panamá y la Convención de Nueva York sobre el reconocimiento y ejecución de las 
sentencias arbitrales extranjeras. Esto sería cuando la decisión que se tome por un 
tribunal nacional vaya a ser ejecutada en un Estado diferente del nuestro. Para tal 
efecto, es de vital importancia que los Estados tengan ratificados los distintos 
convenios internacionales que servirían de sustento jurídico al momento de presentarse 
situaciones como las que he planteado.  
 
 




El arbitraje es una opción rápida para resolver un conflicto, tomando en cuenta que el 
tiempo para obtener el fallo que pondrá fin a la controversia, es el que las partes 
prevean, subsidiariamente será de seis meses.  (Echeverry, 2004, p. 58) 
Tomando en cuenta el tiempo que lleva resolver un conflicto por medio de un litigio en 
la vía jurisdiccional, el procedimiento arbitral, representa un ahorro siginificativo en el 




La economía de este proceso se da por la celeridad del mismo, ya que transcurriendo 
más tiempo para solucionar la controversia, resulta más oneroso. Los gastos 
generados por un arbitraje resultan mucho menores que el que implicaria un proceso 






El principio de universalidad que igualmente se traduce en la resolución de los 
conflictos bajo las mismas reglas procesales, permite la acumulación de causas en un 
mismo proceso, así se trate de demandas o pretensiones que de tramitarse ante la 
justicia ordinaria desencadenarían diversos y excluyentes procesos judiciales.  
(Echeverry, 2004, p. 59) 
 
3.4 Eficacia  
 
Los laudos arbitrales, producen los mismos efectos que las sentencias de los jueces de 




El desarrollo del proceso se da en la más estricta reserva. De esta manera el nombre 
de las partes que intervienen en el mismo no se vea afectado en ninguna manera por el 
hecho del procedimiento. Esta ventaja es lo que se conoce como el principio de 
confidencialidad. 
 
3.6  Idoneidad 
 
Con los procedimientos arbitrales las partes se aseguran de la calidad del fallo, ya que 
la decisión es tomada por especialistas y profesionales de la materia controvertida. 
 
 
Muchas veces, cuando recurrimos a la vía judicial a pedir a un juez que nos resuelva 
un conflicto, el juez lo resuelve en base a lo que establece la ley y sus conocimientos 
que en la mayoría de los casos no son los mejores, ya que los jueces no son 
especialistas en la materia que estamos solicitando que nos resuelvan. Por esto, el 




La equidad es uno los principios rectores de estos procesos, las partes deben ser 
tratadas en igualdad de derechos. Los árbitros idóneos producen fallos justos.  
(Echeverry, 2004, p. 62). Si el árbitro es un experto en la materia, aplicará todos los 
conocimientos necesarios y adecuados para la solución del conflicto, lo cual se verá 
reflejado en el fallo que emitan, el que será acorde con los derechos de cada una de 




Este principio se refleja por la constante relación de los árbitros con las partes, lo que 
facilita el esclarecimiento de la verdad. Los árbitros deben mantener una comunicación 
constante con las partes, para que de ésta manera se facilite el poder tomar la decisión 




Los árbitros tienen las facultades suficientes para decidir la forma en que va a 
desarrollarse el proceso, las normas procesales que rigen los procedimientos arbitrales, 
son mucho más flexibles, que las normas procesales de la justicia ordinaria. Esto hace 
 
 
que los procesos de arbitraje sean mucho más rápidos que los procesos comunes, ya 
que se evitan tantos formalismos que retrasan los procesos. 
 
4 EL ARBITRAJE EN LAS LEGISLACIONES DE CENTROAMÉRICA. 
 
La idea de modernizar los sistemas de justicia y hacerlos más eficientes, vino 
surgiendo a partir de la década de los años 90 y a finales de los años 80, de esta idea 
surge en los países de la región, la necesidad de crear mecanismos más rápidos para 
resolver los conflictos y así descongestionar la carga que tienen los tribunales de 
justicia ordinaria. 
De manera que, poco a poco todos los países de la región centroamericana fueron 
adoptando lo que conocemos como mecanismos alternos de solución de controversias. 
Así Guatemala adoptó en 1995 el Decreto 67-95 (Ley de Arbitraje). Luego, Costa Rica 
aprobó la Ley 7727 Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, en 
1997. Le siguió Honduras, cuando en el año 2000 promulga la Ley de Conciliación y 
Arbitraje mediante el Decreto 161-2000. Luego fue el turno de El Salvador, ya que en el 
año 2002 adopta la Ley de Mediación, Conciliación y Arbitraje mediante el Decreto 914. 
Finalmente, Nicaragua, en el 2005, con la implementación del decreto legislativo 43-
2005 implementa  la Ley de Mediación y Arbitraje. 
 
El proceso de modernización de los sistemas de justicia centroamericanos se vino 
dando poco a poco hasta llegar a la etapa en que hoy se encuentran. Todas estas 
leyes en materia de métodos alternos de solución de controversias siguen los principios 
y estándares de la Ley Modelo de Arbitraje Comercial Internacional que en 1985 
preparó la CNUDMI y que fue reformada en el año 2006 
 
Gracias a que las legislaciones han tomado la ley modelo de arbitraje de la CNUDMI, 
existe en la región un buen grado de armonía en las legislaciones sobre arbitraje en los 
 
 
distintos países de Centroamérica. Y es que el objetivo de una ley modelo es crear 





ANÁLISIS DE LA LEY MODELO DE ARBITRAJE COMERCIAL DE LA COMISIÓN 
DE LAS NACIONES UNIDAS PARA EL DERECHO MERCANTIL INTERNACIONAL 
(CNUDMI) RESPECTO A LAS MEDIDAS CAUTELARES EN EL ARBITRAJE 




1.1 Origen de la CNUDMI. 
 
La Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI), fue establecida por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante 
la resolución 2205 (XXI), el 17 de diciembre de 1966, cumple un papel muy importante 
en el desarrollo y promoción del marco jurídico del derecho de comercio internacional, 
mediante la armonización y modernización progresiva de las normas. (Guía de la 
CNUDMI, p.1)  
 
La CNUDMI, surge a partir de la necesidad que tienen los países de mejorar las leyes, 
para que se faciliten las relaciones comerciales  e inversiones internacionales. La 
cooperación entre los Estados en la esfera del comercio internacional es un importante 
factor para promover las relaciones de amistad y por lo tanto para el mantenimiento de 
la paz y la seguridad de los mismos Estados. 
 
Las divergencias que surgen de las leyes de los diversos Estados en materias 
relacionadas con el  comercio internacional constituyen uno de los obstáculos para el 
desarrollo del comercio mundial. Es por eso que la CNUDMI, mediante la creación de 
leyes modelos busca como dar solución a estos conflictos, para que todos los Estados 
puedan adoptar las normas y resolver los conflictos de forma homogénea y eficaz, de 




La CNUDMI, se ha ocupado de temas claves para el Derecho Mercantil, estos temas 
comprenden: la resolución de controversias, las prácticas contractuales internacionales, 
el transporte, el régimen de la insolvencia, el comercio electrónico, los pagos 
internacionales, las operaciones garantizadas, la contratación pública y la compraventa 
de mercancías. Todos estos instrumentos que los trabaja la comisión, se negocian a 
través de un proceso internacional en el que intervienen los distintos participantes, 
entre los cuales están los países miembros de la CNUDMI, los Estados no miembros, 
las organizaciones intergubernamentales y las organizaciones no gubernamentales. 
Por esto, los textos elaborados por la CNUDMI, tienen una gran aceptación, porque 
ofrecen soluciones adecuadas a los Estados con Distintos ordenamientos jurídicos y a 
países que se encuentran en diferentes etapas de desarrollo económico. 
 
Desde su constitución, la CNUDMI, ha llegado a ser reconocida como el órgano jurídico 
central del sistema de las Naciones Unidas en el ámbito del Derecho mercantil 
internacional. 
 
1.2 Países que componen la CNUDMI 
 
Los Estados que forman parte de la CNUDMI, se seleccionan de los Estados que 
forman parte las Naciones Unidas. Cuando se creó la comisión en 1966, los miembros 
eran 29 Estados y en 1973 la Asamblea General de las naciones unidas lo amplió a 34 
Estados y en el año 2002 los Estados partes pasaron a ser 60.  
Esta ampliación de los Estados que componen la CNUDMI, trajo consigo una mayor 
participación y contribución de los Estados. La CNUDMI, fue estructurada para 
garantizar la representación de las diversas regiones geográficas, y así garantizar la 
presencia de los principales sistemas económicos y jurídicos del mundo. 
 
Entre los 60 Estados Miembros que conforman la CNUDMI, se encuentran 14 Estados 
Africanos, 14 Estados Asiáticos, 8 Estados de Europa oriental, 10 Estados de América 




Los miembros son electos por la Asamblea General de las Naciones Unidas, por un 
período de seis años y cada tres años expira el mandato de la mitad de los miembros. 
 
1.2.1 Lista de los países miembros de la CNUDMI 
 
Alemania, Arabia Saudita, Argelia, Argentina, Australia, Austria, Barbados, Belarús, 
Bélgica, Benin, Botswana,  Brasil, Bulgaria, Burkina Faso, Burundi, Camerún, Canadá, 
Colombia, Congo, Costa Rica, Croacia, Cuba, Chile, China, Chipre, Dinamarca,  
Ecuador, Egipto, Emiratos Árabes Unidos, España, Estados Unidos de América, Ex 
República Yugoslava de Macedonia, Federación de Rusia, Fiji, Filipinas, Finlandia, 
Francia, Gabón, Ghana, Grecia, Guatemala, Guyana, Honduras, Hungría, India, 
Indonesia Irán (República Islámica del), Iraq, Israel, Italia, Jamahiriya Árabe Libia, 
Japón, Jordania, Kenya, Lesotho, Líbano, Lituania, Madagascar, México, Mongolia, 
Marruecos, Nepal, Nigeria, Noruega, Países Bajos, Pakistán, Paraguay, Perú, Polonia, 
Qatar, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, República Árabe Siria, 
República Centroafricana, República Checa, República de Corea, República 
Democrática Alemana, República Unida de Tanzanía, Rumania, Rwanda, Senegal, 
Serbia y Montenegro, Sierra Leona, Singapur, Somalia, Sri Lanka, Sudáfrica, Sudán, 
Suecia, Suiza, Tailandia, Togo, Trinidad y Tobago, Túnez, Turquía, Uganda, Uruguay, 
Venezuela (República Bolivariana de), Yugoslavia, Zaire, Zimbabwe. (anexo II, Guía de 
la CNUDMI). 
 
1.3  ORGANIZACIÓN Y MÉTODOS DE TRABAJO DE LA CNUDMI 
 
La CNUDMI, realiza su labor a través de tres niveles, el primero de ellos corresponde 
meramente a la CNUDMI, que es denominada como la Comisión, el segundo nivel 
corresponde a todos los grupos intergubernamentales de trabajo, que se encargan de 
desarrollar los temas relativos al programa de trabajo realizado por la CNUDMI, el 
tercer y último nivel, corresponde a la Secretaría, que es la encargada de prestar la 




1.3.1 CNUDMI (La Comisión)   
 
La comisión desarrolla su trabajo a través de las sesiones que realiza anualmente, 
éstas se llevan a cabo de forma alterna, una vez en Nueva York y otra vez en Viena. El 
objetivo principal de la comisión es adoptar y concluir los proyectos de textos 
elaborados por los diferentes grupos de trabajos de que tiene la comisión, también 
deben examinar la labor que están desarrollando los grupos de trabajos en relación a 
sus respectivos proyectos, escogen los temas que los grupos de trabajo podrían 
abordar en un futuro o cuales podrían seguir investigando.  
 
La comisión se encuentra compuesta por un presidente, tres vicepresidentes y un 
relator, existe una mesa de la Comisión que es electa por los Estados miembros para 
cada período de sesiones anuales, esta mesa representa a cada una de las cinco 
regiones de las que se seleccionan  los miembros de la Comisión.  
  
Para las sesiones de la Comisión se invita además de los miembros, a los Estados 
Miembros de las Naciones Unidas que no son miembros de la Comisión, también a las 
organizaciones internacionales y regionales que puedan tener algún interés en los 
temas analizados, estos son invitados a asistir a las sesiones anuales que celebra la 
CNUDMI, y a las sesiones de los grupos de trabajo, pero en calidad de observadores. 
 
1.3.2 Grupos de Trabajo    
 
Es a los grupos de trabajo a quien se le asigna la labor preparatoria sustantiva sobre 
los temas de trabajo de la CNUDMI, los grupos de trabajo celebran uno o dos períodos 
de sesiones por año, estos grupos presentan un informe de su trabajo a la comisión, 
para que esta pueda dictaminar el buen desempeño de su trabajo. En la actualidad los 
grupos de trabajo de la CNUDMI, está compuesto por todos los Estados miembros de 




Cuando le es asignado un tema a un grupo éstos son libres de desarrollarlo sin la 
intervención de la Comisión, sin embargo pueden solicitar orientación de la comisión o 
que se tomen ciertas decisiones respecto de su labor, siempre y cuando lo estimen 
conveniente. 
 
Cada grupo de trabajo tiene una secretaría que está compuesta por miembros de la 
secretaría de la CNUDMI, la secretaría de los grupos es la que se encarga de la 
preparación de los documentos de trabajo para las sesiones, tiene una función de 
carácter administrativo dentro de los grupos. 
 
1.3.3 La Secretaría  
 
La División de Derecho Mercantil Internacional de la oficina de Asuntos Jurídicos de la 
secretaría, presta los servicios  a la CNUDMI, ésta división se encontraba inicialmente 
en Nueva York, pero en septiembre de 1979 fue trasladada a la oficina de las Naciones 
Unidas en Viena, pero nunca dejo de ser parte de la oficina de asuntos jurídicos, con 
sede en Nueva York.  
 
Está integrada por un reducido número de abogados cualificados que representan a los 
distintos países y a los diferentes ordenamientos jurídicos, el director de esta división, 
es quien ocupa el cargo de Secretario de la CNUDMI. 
 
Una de las principales tareas de la secretaría es asistir a la CNUDMI en su labor, así 
como preparar estudios, informes, y proyectos de textos sobre cuestiones que se estén 
analizando en el programa de trabajo de la comisión.  
 
La secretaría tiene a cargo la investigación jurídica, la redacción y revisión de los 
documentos de trabajo y textos legislativos que figuren en el programa de trabajo, 
presentar los informes sobre los periodos de sesiones de la Comisión y de los grupos 
 
 
de trabajo, presentación a la CNUDMI y a los grupos de trabajo de los diversos 
servicios administrativos prestados. 
 
Para obtener asistencia en la preparación de su labor, la secretaría con frecuencia 
solicita la ayuda de expertos que no forman parte de la organización, estos expertos 
provienen de diferentes ordenamientos jurídicos y se conforman por académicos, 
abogados en ejercicio, jueces, banqueros árbitros, y miembros de varias 
organizaciones internacionales, regionales y profesionales. 
 
1.4 Labor de la CNUDMI. 
 
Durante la celebración del primer período de sesiones en 1968, luego de realizar un 
análisis a las sugerencias realizadas por los Estaos miembros, la Comisión adoptó 
nueve materias, que serían la base de su programa de trabajo.  
Estas materias son: 1.Compraventa Internacional de mercaderías, 2.Arbitraje 
Comercial Internacional, 3.Los transportes, 4.Los Seguros, 5.Los pagos Internacionales, 
6.La Propiedad Intelectual, 7.La Eliminación de la discriminación en las leyes que 
afectan el comercio Internacional, 8.El mandato o representación, 9.Legalización de 
documentos. 
Debido a los avances tecnológicos, cambios en las prácticas mercantiles, las nuevas 
tendencias y acontecimientos internacionales, las crisis económicas y todos los demás 
eventos que de una u otra manera afectan los diversos sistemas, es que se pueden 
realizar propuestas para examinar nuevos temas, para que la comisión los incluya en 
su plan de trabajo.  
Las propuestas de los nuevos temas pueden ser realizadas de diversas maneras, una 
de ellas es mediante las propuesta hecha por los Gobiernos de forma directa ante la 
Comisión, es decir el Gobierno de un país considera que determinado tema es de 
interés para los diversos ordenamientos jurídicos, y por tal razón decide hacer su 
propuesta ante la Comisión, otra forma de realizar propuesta para temas es la 
 
 
realización de consultas a las diversas Organizaciones Internacionales, también 
pueden surgir propuestas en el marco de los coloquios y seminarios especiales y 
finalmente pueden plantearse como temas relacionados con cuestiones que ya se 
están tratando en los equipos de trabajo de la comisión. 
Al momento de determinar si se incluirá o no algún tema en el programa de trabajo de 
la Comisión, se tendrá que tomar en cuenta su importancia global, el interés particular 
de los países en desarrollo, los avances en el campo tecnológico y los cambios en las 
tendencias de las prácticas mercantiles. 
 
Una de las labores importantes de la CNUDMI, es coordinar el trabajo que realizan las 
organizaciones que se encargan de forma activa de los temas sobre Derecho Mercantil 
Internacional, ya sea dentro o fuera del Sistema de las Naciones Unidas. Todo esto se 
da con el único propósito de alentar la cooperación entre éstas organizaciones, evitar 
que se dupliquen las tareas y que se pueda fomentar la eficiencia, la uniformidad y la 
coherencia en la modernización del derecho Mercantil Internacional. 
 
2 LEY MODELO DE ARBITRAJE DE LA CNUDMI 
 
2.1 Concepto de Ley Modelo 
 
La Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional 
(CNUDMI), define una ley modelo como: “Un texto legislativo que se recomienda a los 
Estados que lo adopten y lo incorporen a su derecho Interno”. 
 
Según la Comisión, “es el medio adecuado para la armonización y modernización de 
las leyes nacionales”. La Comisión prevé que los Estados desearán o necesitarán 
realizar modificaciones en el texto del modelo para que éste se pueda ajustar a las 
necesidades de cada país, las cuales varían en función de los diferentes 
ordenamientos jurídicos o cuando no sea necesaria o conveniente una uniformidad de 




Dada la flexibilidad que presentan las leyes modelos,  se contribuyen en normas más 
fáciles de negociar. A diferencia de textos en los que figuran obligaciones que no 
puedan modificarse, como por ejemplo un Tratado o un Convenio Internacional.  
Esto fomenta una mayor aceptación de una ley modelo que de una convención que 
regula la misma temática. Sin embargo, por esta flexibilidad de las leyes modelos, la 
Comisión alienta a los Estados para que realicen la menor cantidad de modificaciones, 
para que se pueda cumplir con el objetivo de las leyes modelos, que es crear sistemas 
jurídicos lo mas uniformes posible.  
 
2.2 Objeto de una ley modelo 
El objetivo principal de una ley modelo, es servir de ejemplo o guía para que los 
Estados las incluyan dentro de sus ordenamientos jurídicos, para que de ésta manera 
se creen sistemas de justicia más eficientes, modernos y lo más uniformes posible, con 
los sistemas de justicia de la región. 
La Ley Modelo refleja un consenso mundial sobre los aspectos más importantes de la 
práctica del arbitraje internacional aceptados por Estados de todas las regiones y los 
diferentes ordenamientos jurídicos o sistemas económicos del mundo. 
Por tales razones, resulta de vital importancia que los ordenamientos jurídicos las 
adopten como normas internas. 
 
 
2.3 Reformas del año 2006 a la Ley Modelo de Arbitraje Comercial 
Internacional 
 
La Ley Modelo de Arbitraje Comercial, elaborada por la CNUDMI, en el año de 1985, 
tuvo enmiendas significativas en el año 2006, las enmiendas a ésta ley se encuentran 
 
 
en el párrafo 2 del artículo 1, del artículo 7 y del párrafo 2 del artículo 35, el nuevo 
capítulo IV A que sustituye al artículo 17 y un nuevo artículo 2ª, contiene la versión 
revisada del artículo 7, que tiene por objeto modernizar el requisito de la forma para los 
acuerdos arbitrales a fin de observar más estrictamente las prácticas contractuales 
internacionales y el nuevo capítulo IV A establece un régimen jurídico más amplio 
relativo a las medidas provisionales en apoyo del arbitraje. 
 
2.3.1 Nuevo capítulo IV A de la lay modelo, Medidas Cautelares y 
Ordenes preliminares 
 
El texto original de la Ley Modelo de Arbitraje elaborado por la CNUDMI en 1985, 
contemplaba las medidas cautelares en los artículos 9, referido al Acuerdo de Arbitraje 
y adopción de medidas provisionales por el tribunal y el 17 que establece que salvo 
acuerdo en contrario de las partes, el tribunal arbitral podrá, a petición de una de ellas, 
ordenar a cualquiera de las partes que adopte las medidas provisionales cautelares 
que el tribunal arbitral estime necesarias respecto del objeto del litigio, en este caso el 
tribunal arbitral podrá exigir de cualquiera de las partes una garantía apropiada en 
conexión con esas medidas, otorgaba al tribunal arbitral la facultad de ordenar medidas 
cautelares provisionales, sin embargo la regulación que se le daba a éste tema era 
demasiado reducida y se dejaban muchos vacíos, por lo que resultaba necesario 
realizar reformas. 
Con el transcurso del tiempo, los distintos acontecimientos a nivel internacional y las 
nuevas tendencias del Derecho Mercantil, la CNUDMI, a través de sus grupos de 
trabajo analizaron la necesidad de reformar algunos aspectos en la ley. Estas reformas 




2.3.2 Nuevo artículo 17 de la Ley Modelo 
Luego de que el texto original de la ley contara con los artículos 9 y 17, los cual se 
encontraban configurados por párrafos escasos y cortos, en los que se regulaban muy 
poco el tema de las medidas cautelares, la CNUDMI, procedió a realizar los cambios 
que eran pertinentes, para lo cual creó un nuevo artículo mucho más amplio y completo 
que el anterior. 
En el nuevo artículo se establece claramente como se debe proceder en caso de 
decretarse alguna medida cautelar, que se entiende por una medida cautelar, que se 
espera o que fin que se persigue con la adopción de estas medidas, cuáles serán las 
condiciones para que el tribunal pueda decretar las medidas.  
El mencionado artículo está compuesto por cinco secciones: la sección 1 dedicada a 
las Medidas Cautelares, sección 2 Órdenes Preliminares 6  , sección 3 sobre las 
disposiciones aplicables a las medidas cautelares y las ordenes preliminares, sección 4 
sobre el reconocimiento y la ejecución de las medidas cautelares y por último en la 
sección 5 se regulan las medidas cautelares dictadas por el tribunal. 
2.3.3 Sección 1. Medidas Cautelares 
Ésta sección es de gran relevancia en la modificación realizada al artículo 17, ya que 
nos deja muy claro el hecho de que las medidas cautelares se decretan a solicitud de 
parte7 y nunca de oficio. Así mismo se nos brinda un concepto de lo que se entenderá 
por medida cautelar8. 
En esta parte del artículo se determina la actividad que el tribunal  ordenará que se 
haga. Actividad que puede consistir en un deber de hacer o en un deber de abstención 
y de esta forma poder determinar qué medida cautelar es que se va a adoptar. 
                                                          
6
 Tema novedoso en la ley, ya que en el texto original de la misma no se contemplaban. 
7
 Esto forma parte de la autonomía de la voluntad que tienen las partes en un proceso arbitral. 
8
 Se entenderá  por medida cautelar toda medida temporal, otorgada o no en forma de laudo.  
 
 
La sección 1 está dividida en dos partes fundamentales, la primera parte hace 
referencia a la facultad que tiene el tribunal arbitral para otorgar medidas cautelares y la 
segunda parte se refiere a las condiciones para que se puedan otorgar las medidas.  
Dentro de las condiciones para el otorgamiento de las medidas establece la ley que el 
solicitante de una medida, tiene que convencer al tribunal, es decir probar el hecho de 
que de no otorgarse la medida, se puede producir un daño o de que existe una 
posibilidad razonable de que su demanda sobre el fondo del litigio prospere. Éstos son 
los hechos que tendría que probar el solicitante para que el tribunal arbitral decrete las 
medidas, sin detrimento de otros requisitos que el tribunal estime convenientes, como 
rendir fianza si es necesario. 
 
2.3.4 Sección 2 Órdenes Preliminares  
Las “Órdenes Preliminares” o ex parte son aquellas que pueden ser emitidas aún sin 
notificar a la contraparte. Tienen un alcance bastante más limitado que el de las 
medidas cautelares. También son dictadas por el tribunal arbitral, en espera de que con 
posterioridad se decrete una medida cautelar, su cometido es evitar que la finalidad 
que persiguen las medidas cautelares se vea frustrada y mantener el estado de las 
cosas mientras el tribunal decreta la medida. 
Es importante destacar que tanto las medidas cautelares como las ordenes 
preliminares forman parte de lo que conocemos como medidas precautorias. 
 En la sección 2 parte primera se establece cuales son las condiciones para que se 
pueda otorgar una orden preliminar y como debe solicitarse. La solicitud puede ser 
hecha sin necesidad de avisar a la parte contraria, el requisito esencial para que ésta 
se pueda decretar, es que si la contraparte fuese notificada de la orden ésta pueda 
frustrar la medida solicitada, tal como se establece en el numeral 2 del artículo 17 B “2) 
El tribunal arbitral podrá emitir una orden preliminar siempre que considere que la 
notificación previa de la solicitud de una medida cautelar a la parte contra la cual esa 
medida vaya dirigida entraña el riesgo de que se frustre la medida solicitada”. 
 
 
Las ordenes preliminares, tienen un régimen específico dentro de la ley modelo, en el 
cual se establece que, una vez que el tribunal se pronuncie sobre la procedencia de la 
solicitud de decretar una orden preliminar de inmediato se debe notificar a las partes 
sobre la solicitud de una medida preliminar, o sobre la petición de una orden preliminar, 
siempre y cuando la solicitud haya sido otorgada. 
Durante ésta etapa del proceso, el tribunal otorga a la parte contra la que va dirigida la 
orden preliminar la oportunidad de hacer valer sus derechos, dentro de la mayor 
brevedad posible. Si se presentara alguna objeción acerca de la orden preliminar el 
tribunal debe pronunciarse lo más pronto posible. 
Una vez que se decreta una orden preliminar, tendrá como vigencia 20 días contados 
desde la fecha en que el tribunal la emitió, transcurrido este plazo la orden preliminar 
expira. Sin embargo, el tribunal arbitral tiene la facultad de decretar una medida 
cautelar que ratifique o modifique la orden preliminar que haya sido notificada a la 
contraparte y que la contraparte haya tenido la oportunidad de hacer valer sus 
derechos. 
Las órdenes preliminares tienen un carácter vinculante, es decir obligan a las partes, no 
son objeto de ejecutarse por vía judicial, y no se constituyen como un laudo a diferencia 
de las medidas cautelares que pueden ser decretadas en forma o no de laudo9. 
Tanto las medidas cautelares, como las órdenes preliminares pueden ser sujetas a 
modificación, suspensión, revocación por parte del tribunal, todo esto siempre a 
solicitud de parte, ya que el tribunal no actúa de oficio. 
En las ordenes preliminares también se exige al peticionario que preste una garantía 
respecto de la orden, pero sólo si el tribunal lo considera apropiado. 
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 Sección 1 artículo 17, numeral 2. 
 
 
2.3.5 Sección 4 Reconocimiento y ejecución de medidas cautelares 
Una vez que las medidas cautelares son decretadas por el tribunal arbitral, éstas tienen 
carácter vinculante para las partes y su ejecución será en el momento que las partes la 
soliciten, sin importar el Estado donde haya sido ordenada. 
 Quien solicite una medida o haya obtenido el reconocimiento o la ejecución de la 
misma, tiene que informar al tribunal de toda revocación, suspensión o modificación 
que se ordene para tal medida. 
 
3  NECESIDAD DE REALIZAR REFORMAS A LA LEY DE MEDIACIÓN Y 
ARBITRAJE DE NICARAGUA (LEY 540) 
 
3.1 El conflicto y evolución 
Un conflicto lo podemos definir como una situación en la que dos o más individuos o 
grupo de individuos tienen intereses contrapuestos, por lo que se ven en situaciones de 
confrontación.  
Desde el inicio de la humanidad, estos conflictos han existido y esto lo podemos ver 
reflejado a lo largo de todos los episodios en la historia de los seres humanos. 
Conflictos que van desde lo más simple hasta lo más complejo, como una simple 
diferencia entre dos sujetos, hasta las diferentes situaciones de guerra que ha sufrido 
nuestro mundo. 
Con el transcurso del tiempo, el avance de las tecnologías, el auge de la globalización, 
el desarrollo del derecho, los conflictos están cada vez más presentes y éstos se 
ajustan a las nuevas tendencias de la humanidad.  
Buscar soluciones para los conflictos, no es solo tarea de los Estados o de 
organizaciones Internacionales, sino que es tarea de todos, tal como lo expresó 
Federico Mayor que fungió como director de la UNESCO, en el 1995, expresó: “Hoy 
comprendemos que la paz ya no es asunto exclusivo de los gobiernos y las 
 
 
organizaciones internacionales. Es algo más que la ausencia de guerra y violencia. La 
paz reside en nuestros valores y en las actitudes de nuestras comunidades, familias y 
centros educativos. La paz se debe cultivar y aprender, y sobre todo se ha de poner en 
práctica. Para construir la paz, debemos actuar a fin de que los conflictos de la vida 
cotidiana se transformen en una cooperación que logre un mundo mejor para todos”. 
En la búsqueda de esta tan ansiada paz, las controversias se han resuelto de diversas 
maneras, que van desde el uso de los medios legales que contemplan los diferentes 
ordenamientos jurídicos, es decir el uso de la vía judicial y los métodos alternos de 
solución de controversias, hasta el hecho de querer hacer justicia con las propias 
manos y el uso indiscriminado de las armas. 
Resulta necesario implementar en nuestra sociedad una cultura de paz y de 
negociación, para evitar caer en el salvajismo, y seguir fomentando guerras y crear aún 
más violencia.  
3.2 Solución al conflicto  
Como una respuesta a éstos problemas aparecen lo que se conoce como los Métodos 
alternos de solución de controversias, entre los cuales se destacan la Mediación y el 
Arbitraje, que tienen como objetivo agilizar los procesos y evitar el retardo de la justicia 
por el gran congestionamiento de procesos en las vías jurisdiccionales. 
En nuestro país fue hasta el año 2005 que nuestra legislación contempló la posibilidad 
de resolver las controversias por medios alternos, con la aprobación de la Ley de 
Mediación y Arbitraje (Ley 540), ley que fue tomada de la Ley Modelo sobre Arbitraje 
Comercial Internacional de la CNUDMI. 
Nuestros legisladores retomaron la ley y la incluyeron dentro de nuestro ordenamiento 
jurídico, lo que trajo grandes beneficios a los diversos sectores de la sociedad.  
Sin embargo esta ley, ya cuenta con 5 años de haber sido aprobada, tiempo en el cual 
muchas cosas han evolucionado, por lo que la CNUDMI, se encargo en el año 2006 a 
realizar reformas en su ley modelo. 
 
 
Dichas reformas están encaminadas a la adaptación de las normas con las realidades 
sociales, económicas, jurídicas, culturales de los diferentes ordenamientos jurídicos. 
Es necesaria una reforma a nuestra ley 540, siempre tomando en cuenta la ley modelo 
de la CNUDMI, para que podamos seguir teniendo una ley lo más armónica y uniforme 
posible con los demás ordenamientos de la región, pero también es necesario crear 
una norma que se adapte a nuestra realidad jurídica, económica y social. 
En lo particular mi interés en la reforma a la ley, se centra en el tema de la adopción de 
medidas cautelares, ya que es el objetivo de ésta investigación, pero no solo por esta 
razón, sino porque sería de gran utilidad para la agilización de los procesos arbitrales, 







ANALISIS DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO DE COLOMBIA 
(ESTATUTO DE ARBITRAJE) EN LO REFERENTE A   LAS 
MEDIDAS CAUTELARES EN EL ARBITRAJE COMERCIAL 
 
1 MÉTODOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS EN COLOMBIA 
 
1.1 Surgimiento de los Métodos Alternativos de solución de Conflictos en 
Colombia 
Surgen en el marco del decreto 2279 del año 1989, por medio del cual se implementan 
los sistemas de solución de conflictos entre los particulares y se dictaron otras 
disposiciones. 
Los Métodos alternativos de solución de conflictos forman parte del ordenamiento 
jurídico de Colombia desde hace 21 años, lo que coloca a éste país en una situación de 
mayor ventaja respecto de los países Centroamericanos que comenzaron a modernizar 
sus sistemas a partir de la década de los 90 y en el caso de Nicaragua hace escasos 5 
años que contamos con una ley de Mediación y Arbitraje. 
La legislación colombiana sufrió una reforma en el año 1998 por medio del decreto 
número 1818, a través del cual se expidió el Estatuto de mecanismos alternativos de 
solución de conflictos. 
1.2 Fundamento constitucional y legal del decreto 1818 de 1998 
La Constitución Política de Colombia establece que: “Los particulares pueden ser 
investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de los 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en 
derecho o en equidad, en los términos que determine la ley” artículo 116 inciso 4 
Constitución Política de Colombia. 
 
 
Éste artículo otorga claras facultades a los particulares para que puedan impartir 
justicia, de esta manera los árbitros, que son particulares, tienen la suficiente autoridad 
para decidir acerca de un conflicto. En éste artículo constitucional se utiliza lo que en 
derecho se conoce como reserva de ley, es decir que se le delega a una ley especial la 
regulación de cierto tema. 
De igual forma estas facultades son respaldadas por otras leyes de menor jerarquía 
que la Constitución Colombiana, como es el caso de la ley 270 de 1996 “Estatuaria de 
la Administración de Justicia”,  en su artículo 8 dice: “Alternatividad: la ley podrá 
establecer mecanismos diferentes al proceso judicial para solucionar los conflictos que 
se presenten entre los asociados y señalará los casos en los cuales habrá lugar al 
cobro de honorarios por éstos servicios”.  
Como queda muy claro la regulación al tema de los mecanismos alternos, es 
muchísimo más amplia en la legislación colombiana que en la nuestra, ya que se regula 




2.1 Definición y modalidades 
El Estatuto de arbitraje de Colombia, nos da la siguiente definición de arbitraje: “es un 
mecanismo por medio del cual las partes involucradas en un conflicto de carácter 
transigible, defieren su solución a un tribunal arbitral, el cual queda transitoriamente 
investido de la facultad de administrar justicia10, profiriendo una decisión denominada 
laudo arbitral”. 
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 Esta facultad transitoria de administrar justicia que se le otorga al tribunal arbitral, es la que facilita aún más los 
procesos, ya que no será necesario recurrir a la vía judicial para llevar a cabo las diferentes actuaciones durante el 
proceso, caso contrario de nuestra legislación ya que la facultad de administrar la justicia le corresponde a los 
jueces y las actuaciones solo pueden ser llevadas a cabo por ellos como en el caso de las medidas cautelares.  
 
 
Dentro de las modalidades de arbitraje contempladas por esta ley tenemos, el arbitraje 
de derecho, en equidad y el arbitraje técnico. En este aspecto contempla las mismas 
modalidades que nuestra legislación. 
 
2.2 Clases de arbitraje 
Se establecen tres clases de arbitraje. El arbitraje podrá ser independiente, institucional 
o legal.  
a) Es independiente el arbitraje en el que las partes acuerdan autónomamente las 
reglas de procedimiento aplicables en la solución de su conflicto. 
b) Es Institucional aquel en el que las partes se someten a un procedimiento 
establecido por el centro de arbitraje. 
c) Es legal, cuando a falta de acuerdo el arbitraje se realice conforme a la 
legislación vigente. 
 
2.3 Pacto arbitral 
Por medio del pacto arbitral, que comprende la cláusula compromisoria y el 
compromiso, las partes se obligan a someter sus diferencias a la decisión de un 
tribunal arbitral, renunciando a hacer valer sus pretensiones ante los jueces. 
 
2.4 Cláusula compromisoria 
Se entiende como cláusula compromisoria, el pacto que está contenido en un contrato 
o en un documento anexo a él, en virtud del cual los contratantes acuerdan que 
someterán sus diferencias a la decisión de un tribunal arbitral. 
 
 
La cláusula compromisoria al igual que en nuestra legislación, tiene carácter autónoma 
con respecto a la validez y existencia del contrato del que forma parte. 
 
2.5 Compromiso 
Es un negocio jurídico, por medio del cual las partes también se comprometen a 
resolver los conflictos presentes y futuros a través de un tribunal arbitral. Este 
compromiso puede estar contenido en cualquier documento como telegramas, télex, 
fax u otro medio semejante11. 
3 Audiencias, pruebas y Medidas Cautelares 
3.1 Audiencias y pruebas 
El tribunal arbitral puede realizar las audiencias que considere necesarias y éstas 
pueden realizarse con participación o no de las partes. En cuanto a las pruebas serán 
decretadas en pleno y practicará las pruebas que hayan sido solicitadas y las pruebas 
que de oficio considere pertinentes. 
En materia de pruebas, el tribunal arbitral cuenta  con las mismas facultades que se le 
otorgan a un juez en el Código de Procedimiento Civil de Colombia. 
 
3.2 Medidas Cautelares 
Se dan siempre a petición de alguna de las partes y en esta ley también se determinan 
cuales son las reglas que se tomaran en cuenta para decretarlas. 
El artículo 152 del decreto 1818, a partir de su párrafo segundo establece: 
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               Al asumir el Tribunal su propia competencia, o en el curso del proceso, cuando la controversia 
recaiga sobre dominio u otro derecho real principal sobre bienes muebles o inmuebles, 
directamente o como consecuencia de una pretensión distinta, o sobre una universalidad de 
bienes, podrá decretar las siguientes medidas cautelares:  
                A. La inscripción del proceso en cuanto a los bienes sujetos a registro, para lo cual se                     
librará oficio al registrador en que conste el objeto del proceso, el nombre de las partes y las 
circunstancias que sirvan para identificar los inmuebles y demás bienes. Este registro no 
excluye los bienes del comercio, pero quienes los adquieran con posterioridad estarán sujetos 
a los efectos del laudo arbitral.  
Si el laudo fuere favorable a quien solicitó la medida, en él se ordenará la cancelación de los 
actos de disposición y administración efectuados después de la inscripción del proceso, 
siempre que se demuestre que la propiedad subsiste en cabeza de la parte contra quien se 
decretó la medida, o de un causahabiente suyo.  
En caso de que el laudo le fuere desfavorable, se ordenará la cancelación de la                  
inscripción.  
Si el Tribunal omitiere las comunicaciones anteriores, la medida caducará automáticamente 
transcurridos tres (3) meses desde la ejecutoria del laudo o de la providencia del Tribunal 
Superior que decida definitivamente el recurso de anulación. El registrador, a solicitud de parte, 
procederá a cancelarla.  
B. El secuestro de los bienes muebles. La diligencia podrá practicarse en el curso del proceso a 
petición de una de las partes; para este fin, el interesado deberá prestar caución que garantice 
los perjuicios que puedan causarse.  
Podrán servir como secuestres los almacenes generales de depósito, las entidades fiduciarias, 
y las partes con las debidas garantías.  
En este decreto se estable claramente cuáles son las medidas que podrán ser 
decretadas por el tribunal arbitral, sin embargo aún ésta legislación se queda un poco 
corta en cuanto a las medidas procedentes. En nuestra legislación no se determina 
nada al respecto y de forma subsidiaria se hace uso de la legislación Procesal civil. 
El autor Gil Echeverry  (Echeverry, 2004, p. 422) dice  que en derecho comparado lo 
usual, “es que las medidas cautelares en los juicios arbitrales sean abiertas e ilimitadas 
como en los demás juicios”. 
 
 
En Colombia las limitaciones de la legislación son expresas, ya que no pueden 
decretarse medidas cautelares que no sean las que se establecen en la ley. 
Un aspecto importante que hay que destacar es el hecho de que Colombia es uno de 
los pocos países que permite a al tribunal arbitral decretar y practicar las medidas 
cautelares. 
3.2.1 El Registro del Proceso 
Gil Echeverry  (Echeverry, 2004, p.424), asemeja esta medida con el registro de la 
demanda, “Esta medida tiene gran similitud con el registro de la demanda, pero no son 
equivalentes”. 
Para que ésta medida proceda es necesario que se cumplan con ciertos requisitos: 
1. Que se trate de bienes sujetos a registro. 
2. Que el tribunal remita un oficio en el cual indicará: fecha y número del oficio y la 
denominación del tribunal que lo expide. 
3. El objeto del proceso12. 
4. Que existan circunstancias que sirvan para identificar el bien sobre el cual va a 
recaer la medida. 
Una característica de ésta medida es que “el registro del proceso no saca los bienes 
fuera del comercio, las personas que los adquieran con posterioridad se verán 
afectadas por las consecuencias de la sentencia”  (Echeverry, 2004, p.424). 
Esta medida se diferencia del registro de la demanda, “no tiene el mismo alcance ni 
efectividad que el registro de la demanda”  (Echeverry, 2004, p.424), la sentencia es 
oponible frente a los terceros adquirentes, solo sí éstos son causahabientes directos de 
la parte que perdió el proceso y contra el cual se decretó la medida cautelar. 
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 Para cumplir este requisito se debe realizar un resumen de las pretensiones, que de forma directa o indirecta 




3.2.2 El secuestro de Bienes Muebles 
Ésta medida tiene ciertas caraterísticas: 
1. Sólo cabe en contra de bienes muebles, que no sean sujetos de registro, ya que 
si los bienes fueran suceptibles de registro, lo pertinente sería decretar el 
registro del proceso y no el secuestro del bien. 
2. Se debe de rendir fianza que será determinada por el tribunal. 
3. La función de secuestres puede ser ejercida por, “los almacenes generales de 
depósito, las entidades fiduciarias y las partes mismas”  (Echeverry, 2004, 
p.425). 
 
3.2.3 Levantamiento de las Medidas Cautelares 
El tribuanal arbitral esta facultado para decretar que se levanten las medidas cautelares 
y esto se puede dar de tres formas. 
1. A solicitud de parte. 
2. Oficiosamente 
3. A perticion de terceros afectados 
2.3.4 Consideraciones finales 
Aunque la legislación de Colombia contempla muchos aspectos que nuestra legislación 
no incluye, todavía siguen existiendo ciertas deficiencias en ambos ordenaminetos. 
 
 Sin embargo, el Estatuto de Arbitraje de Colombia, es una ley de arbitraje mucho mas 
completa que la nuestra y tiene mayor tiempo de existencia, lo que demuestra el 
 
 
avance jurídico de la legislación colombiana y su preocupación por la eficacia de la 
justicia. 
Es necesario seguir el ejemplo de la legislacion Colombiana en Materia de arbitraje, ya 





1. Los métodos alternos de resolución de controversias, son una herramienta útil 
para el progreso de una sociedad, ya que resuelven los conflictos de forma más 
rápida y eficiente que la justicia común. 
2. El arbitraje como método alterno de solución de controversia, es el método más 
idóneo y eficaz para resolver los conflictos de índole comercial. 
3. En nuestro ordenamiento jurídico, el arbitraje tiene carácter Contractualista o 
privatista, ya que generalmente se deriva de relaciones jurídicas nacidas a  
través de un contrato privado, lo cual no se significa que no pueda tener 
naturaleza pública. 
4. Las Medidas Cautelares, como medios idóneos para salvaguardar  él o los 
bienes o los derechos a los que se aspira tener una vez dictado el laudo arbitral, 
deben ser ejecutadas a la menor brevedad posible y así evitar perjuicio a las 
partes. 
5. Los órganos jurisdiccionales e instancias administrativas, según sea el caso, 
deben de brindar apoyo a los tribunales arbitrales al momento de ejecutar las 
medidas cautelares, ya que el tribunal no tiene estas facultades. 
6. Nuestro ordenamiento jurídico en materia de medidas cautelares en los 
procesos arbitrales es muy deficiente. 
 
 
7. Las leyes modelos son de gran utilidad para todos los ordenamientos jurídicos, 
ya que son una herramienta para modernizar y armonizar su legislación, de 
manera que se pueda tener ordenamientos jurídicos uniformes en diferentes 
 
 
Estados, así mismo deben de adaptarse a las realidades jurídicas, económicas y 
sociales de cada ordenamiento jurídico. 
8. El ordenamiento jurídico de Colombia en materia de medidas cautelares en los 
procesos arbitrales, es mucho más amplio y completo que el nuestro, sin 
embargo sigue teniendo vacíos jurídicos. 
9. La CNUDMI, juega un papel muy importante en el desarrollo del derecho 
Mercantil, sobre todo en las relaciones comerciales internacionales, con la 






Después de haber realizado el análisis a nuestra ley de Mediación y Arbitraje, a la ley 
Modelo de Arbitraje de la CNUDMI, la ley de arbitraje de Colombia, las 
recomendaciones son las siguientes: 
1. Realizar una reforma a la Ley 540, en materia de las medidas cautelares, de 
manera que se ajuste a la realidad jurídica de hoy en día. 
2. Que en la reforma que se realice a la ley, se le otorguen facultades 
transitorias de ejecución al tribunal arbitral, para que puedan ellos mismos 
adoptar y ejecutar las medidas y que el proceso sea más rápido aún y así 
evitar la retardación de justicia. 
3. Mientras no se realice la reforma a la ley 540, los procesos arbitrales se 
verán entorpecidos, ya que se tendrá que seguir recurriendo al auxilio de los 
órganos jurisdiccionales y administrativos. 
4. La abultada carga de los jueces hace que exista falta de apoyo en los 
procesos arbitrales, lo que desvirtúa la característica de eficiencia de estos 
procesos, ya que se tiene que esperar que los jueces puedan o más bien 
quieran brindar su ayuda.  
5. Es necesario crear una conciencia social, es decir hacer ver a la sociedad la 
importancia y validez que tienen los procesos arbitrales como métodos de 
solución de controversias, ya que mediante éstos se resuelve el conflicto de 
forma más rápida y satisfactoria, evitándonos los procesos largos y 
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